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			... En este momento deﬁnitivo, el último en que yo pueda dirigirme a ustedes, quiero que aprovechen la lección. El capital foráneo, el imperialismo, unido a la reacción, creó el clima para que las Fuerzas Armadas rompieran su tradición, la que les enseñara Schneider y reaﬁrmara el comandante Araya, víctimas del mismo sector social que hoy estará en sus casas, esperando con mano ajena reconquistar el poder, para seguir defendiendo sus granjerías y sus privilegios... 
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			Presentación 




			 




			Los generales civiles del golpe 




			 




			El golpe de Estado y la instalación de la dictadura cívicomilitar que encabezó Augusto Pinochet no fue responsabilidad solo de los altos oﬁciales de las Fuerzas Armadas que traicionaron su juramento de la Constitución y la conﬁanza del presidente de la República. El 11 de septiembre de 1973 tuvo también sus generales civiles: Agustín Edwards (dueño de El Mercurio), Eduardo Frei (presidente del Senado), Sergio Onofre Jarpa (líder del Partido Nacional, PN), Patricio Aylwin (principal dirigente de la Democracia Cristiana, DC), Pablo Rodríguez («jefe nacional» de Patria y Libertad), Orlando Sáenz (presidente de la Sociedad de Fomento Fabril), Jaime Guzmán (fundador del movimiento gremial en la Universidad Católica), León Vilarín (caudillo de la Confederación Nacional del Transporte Terrestre)... A lo largo de aquellos tres años de gobierno de la Unidad Popular (UP), y en algunos casos desde la mismísima victoria electoral de Salvador Allende el 4 de septiembre de 1970, prepararon las condiciones políticas y sociales necesarias para el derrocamiento cruento del gobierno constitucional y en las horas, días, semanas y meses siguientes lo justiﬁcaron y avalaron ante Chile y ante el mundo. Y, algunos de ellos, hasta el ﬁn de sus días. 




			Forjaron un bloque social y político contrarrevolucionario que logró situar a Chile al borde del abismo: unos (democratacristianos y nacionales) cavaron trincheras en el Congreso Nacional para torpedear la acción del Ejecutivo; otros (las principales organizaciones patronales y gremiales y algunos colegios profesionales) organizaron los paros y el sabotaje de la economía, los servicios públicos y las comunicaciones; algunos (Patria y Libertad, el Comando Rolando Matus) recurrieron al terrorismo, la violencia y la provocación permanente para fomentar el caos en la vida cotidiana, un fenómeno ampliﬁcado y exacerbado por las campañas de la prensa afín (El Mercurio y su cadena de diarios, el Canal 13, Radio Agricultura...); otros (como las activistas del Poder Femenino) protagonizaron un acoso social diario a los miembros de las Fuerzas Armadas para instigarles al golpismo. Desde posiciones ideológicas y tradiciones diferentes, la trama civil operó, prácticamente sin descanso, para crear e incentivar la atmósfera en la que se extremara la pugna política y dialéctica y persiguió una misma meta: el ﬁn, al precio que fuera preciso, del gobierno de la Unidad Popular. 




			Y se nutrieron del mismo manantial económico, el gobierno de Estados Unidos y sus agencias, que les entregaron más de ocho millones de dólares (principalmente a la DC y a El Mercurio), una cifra astronómica trasladada a los valores actuales si se tiene en cuenta, además, el elevado cambio de esta moneda en el mercado negro de la época. Desde principios de los años sesenta, las sucesivas administraciones estadounidenses (Kennedy, Johnson, Nixon) habían convertido a Salvador Allende y la izquierda chilena en su gran enemigo latinoamericano junto con la Cuba revolucionaria y a ello apeló Agustín Edwards el 15 de septiembre de 1970 en la mismísima Casa Blanca. Washington no dejó de inyectarles dólares hasta que el 11 de junio de 1974 Henry Kissinger ordenó liquidar «la cuenta pendiente chilena». 




			Al contrario de lo que todavía pregonan los panegiristas del golpe de Estado1, la responsabilidad de la trama civil no exime de nada a los miembros de la Junta Militar y a sus principales subordinados, quienes a partir del 11 de septiembre de 1973 instauraron una dictadura que perduraría, manejada férreamente por el general Pinochet y con un proyecto de refundación global del país, hasta el 11 de marzo de 1990. A nuestro juicio, la trama civil es responsable, junto con ellos, de la destrucción de la democracia y las libertades ciudadanas, de la inducción al suicidio del presidente Allende y de la instalación de una dictadura terrorista que negó las libertades, masacró al movimiento popular y vulneró de manera sistemática y masiva los derechos humanos. «Por lo general, la izquierda ha subestimado el miedo y el odio de la derecha, la facilidad con la que hombres y mujeres bien vestidos le toman el gusto a la sangre», escribió el historiador británico Eric Hobsbawm días después del 11 de septiembre de 19732. 




			La insurrección de la burguesía como clase social, desde  la araña negra (símbolo de Patria y Libertad) hasta la ﬂecha roja (emblema de la Democracia Cristiana), contribuyó decisivamente a liquidar uno de los procesos más singulares de la convulsa historia del siglo XX y la experiencia política, económica y social más democrática que Chile ha conocido. Con errores, por supuesto, y no sin discrepancias internas y enfrentando serias diﬁcultades, el gobierno de la Unidad Popular recuperó para Chile la gran minería del cobre y profundizó la Reforma Agraria hasta erradicar el latifundio, nacionalizó la banca y los grandes monopolios industriales y abrió paso a la participación de la clase obrera en la dirección de la economía, desplegó una política integral en áreas como la salud y la educación, alumbró una gran obra cultural —con la Editora Nacional Quimantú y la Nueva Canción Chilena como mascarones de proa— y exhibió una política internacional ejemplar en el mundo de la Guerra Fría, que convirtió al Chile de Allende en una referencia universal. 




			La trama civil defendió el golpe de Estado y la instalación de la dictadura con el recurso que la psicología denomina «el mecanismo de proyección»: la atribución al otro, en este caso el enemigo político, del comportamiento propio. Quienes coadyuvaron a la destrucción de la democracia más avanzada del mundo hispánico habían imputado desde 1971 al gobierno de la Unidad Popular que su verdadero ﬁn era la instauración de una tiranía y que para ello promovía incluso la «destrucción» de la economía nacional y la formación de un «ejército paralelo» destinado a enfrentarse con las Fuerzas Armadas. 




			Acusaron también a la UP de ser un mero satélite de la Unión Soviética y de Cuba, pero fueron ellos quienes no solo imploraron a Estados Unidos su respaldo a un golpe desde septiembre de 1970 y recibieron sus millones de dólares para la desestabilización y la sedición, sino que también comprometieron el apoyo militar de la dictadura brasileña ante una posible guerra civil, el precio que estaban dispuestos a asumir para impedir la construcción de una sociedad socialista en democracia, pluralismo y libertad. En deﬁnitiva, proporcionaron a la dictadura de Pinochet su mito fundacional y legitimador: el golpe de Estado del 11 de septiembre de 1973, necesario e inevitable, libró a Chile de una dictadura comunista sometida a Moscú y La Habana y de un baño de sangre. Así lo proclamaron entonces Eduardo Frei y Patricio Aylwin, entre otros. 




			Ciertamente, no fueron nada originales. Imitaron el discurso del franquismo, que durante décadas justiﬁcó la sublevación contra la II República Española con la excusa de que impidió una inminente revolución comunista. «Franco y sus hagiógrafos siguieron en realidad un precedente, lo conociesen o no», escribe el profesor Ángel Viñas. Un precedente alemán: la propaganda nazi atribuyó a los comunistas el incendio del Reichstag en febrero de 1933 y Hitler declaró fuera de la ley al Partido Comunista e inició su persecución3. 




			Además, junto con el discurso anticomunista y autoritario, que se fundió con la Doctrina de Seguridad Nacional y la tradición prusiana del Ejército, la trama civil aportó a la dictadura decenas de tecnócratas (principalmente los Chicago boys), asesores políticos de la inﬂuencia de Jaime Guzmán y también efectivos para la Dirección de Inteligencia Nacional (DINA), como Michael Townley y Mariana Callejas (militantes de Patria y Libertad). 




			El 14 de diciembre de 2012, a pocos meses del cuadragésimo aniversario del golpe de Estado, la Agrupación de Familiares de Detenidos Desaparecidos (AFDD) y la Agrupación de Familiares de Ejecutados Políticos (AFEP) presentaron una querella criminal contra quienes aparecieran como responsables de la perpetración del delito que implicó el golpe de Estado. Esta iniciativa, patrocinada por los abogados Eduardo Contreras y Alfonso Insunza, surgió de una paradoja. Desde 1990, diversos documentos impulsados y reconocidos por el Estado chileno, del Informe Rettig al Informe Valech, han descrito la magnitud y el carácter sistemático de las violaciones de los derechos humanos: más de tres mil personas fueron ejecutadas o hechas desaparecer y más de treinta mil personas fueron víctimas de tortura. Además, desde hace décadas se juzgan en los tribunales nacionales e internacionales los crímenes cometidos por los agentes de la dictadura cívico-militar, pero no el derrocamiento del gobierno constitucional. 




			«Sigue pendiente una carencia jurídica y judicial fundamental, como es el enjuiciamiento del origen mismo de las múltiples violaciones de los derechos humanos, esto es, el golpe de Estado del 11 de septiembre de 1973 como tal y los delitos previos que esa operación político-militar conllevó», señaló esta querella. «Así como la confesa participación en ellos, en diversas condiciones jurídicas, de personas y autoridades de Estados extranjeros, lo que constituyó un gravísimo atentado a la soberanía nacional, que contó con la complicidad de nacionales civiles y militares. Ese criminal golpe no fue, por cierto, una locura matinal del dictador. Ese crimen de lesa patria y de lesa humanidad se vino fraguando con tiempo y en esa sórdida conspiración de políticos, mandos de las Fuerzas Armadas, dueños de medios de prensa, poderosos empresarios y aparatos de inteligencia extranjeros participaron muchos individuos que nunca han sido procesados y que siguen gozando de inmerecida impunidad y libertad». 




			Las agrupaciones de familiares instaron a que se investigara y estableciera quiénes participaron en su preparación, organización, instigación, apoyo material y político y posterior materialización y solicitaron que se les sancionara con penas que podrían oscilar entre los cinco y los veinte años de cárcel efectiva. Su querella también subrayó que el régimen de Pinochet impuso un modelo económico, político y social excluyente, que favoreció a las elites que respaldaron el golpe: un paradigma neoliberal llevado al paroxismo contra el que la sociedad chilena se rebeló masivamente a partir del 18 de octubre de 2019, conquistando la apertura de un proceso constituyente. 




			De este modo, surgió la causa-rol n.º 12-2013 del 34º Juzgado del Crimen de Santiago de Chile, que instruyó el ministro en visita extraordinaria Mario Carroza y que actualmente está cerrada, sin que llegara a decretarse ningún procesamiento. Pero, por primera vez, Agustín Edwards, Orlando Sáenz, Pablo Rodríguez, Hermógenes Pérez de Arce o Roberto Tieme tuvieron que molestarse en rendir explicaciones ante la justicia acerca de su responsabilidad en el suceso más trágico de la historia nacional. Otros, como Jarpa o Mariana Callejas, fueron requeridos igualmente por los querellantes para que prestaran declaración, pero razones de edad y salud lo impidieron4. 




			A cincuenta años del triunfo de Salvador Allende en las elecciones presidenciales, este trabajo analiza cómo se gestó la trama civil que operó contra la UP, principalmente a partir del estudio de sus tres actores políticos más relevantes: la Democracia Cristiana, el Partido Nacional y Patria y Libertad. Hoy Chile enfrenta un horizonte político decisivo, una verdadera encrucijada, cuyo umbral será el plebiscito que puede franquear el camino hacia su primera Constitución debatida y aprobada democráticamente; después llegará la sucesión de elecciones municipales, regionales, parlamentarias y presidenciales. El desafío es construir un país más democrático y justo, que supere el paradigma neoliberal impuesto por los Chicago boys durante la dictadura y mantenido por todos los gobiernos posteriores a 1990, con la sola excepción de las transformaciones estructurales que la presidenta Michelle Bachelet intentó desarrollar durante su segundo mandato. No será sencillo, puesto que, a lo largo de dos siglos de historia republicana, la derecha ha demostrado que, cuando lo ha necesitado (como entre 1970 y 1973), sabe defender sus privilegios a ultranza. 




			Como en la rebelión social de 2019, cuando «El derecho de vivir en paz» de Víctor Jara fue cantado por millones de chilenas y chilenos, en este largo camino estarán presentes la memoria de la Unidad Popular y los valores profundamente democráticos y libertarios encarnados por aquel movimiento político y social, representados universalmente por la ﬁgura del presidente Salvador Allende. 




			



	    


	 	

	    

             




			Capítulo I 




			 




			UN FANTASMA RECORRE CHILE... 




			



	    


	 	

	    

             




			Un fantasma estremeció a las elites chilenas la noche del 4 de septiembre de 1970. La victoria de la Unidad Popular cortó la respiración de los sectores conservadores, atenazados por las peores pesadillas derivadas de décadas de exacerbada propaganda anticomunista. No obstante, tardaron muy poco en reaccionar. Por una parte, la derecha se aproximó al presidente Eduardo Frei para explorar en secreto la posibilidad de que los parlamentarios democratacristianos apoyaran a Jorge Alessandri en la sesión del Congreso Pleno que el 24 de octubre tendría que elegir a su sucesor en La Moneda. Al mismo tiempo, Frei y personas de su máxima conﬁanza buscaron el apoyo de Washington a una interrupción del proceso institucional e instigaron una intervención de altos oﬁciales de las Fuerzas Armadas. El movimiento más contundente lo protagonizó el empresario Agustín Edwards, quien abogó en la mismísima Casa Blanca por la agresión de la potencia hemisférica a su propio país. Sin embargo, el aislamiento de la derecha, el compromiso con la democracia de la dirección de la DC y el apego del alto mando del Ejército a sus obligaciones constitucionales (ejempliﬁcado en el sacriﬁcio del general René Schneider) permitieron que el Congreso Pleno eligiera presidente de la República a Salvador Allende. 




			 




			La victoria de Salvador Allende 




			 




			El 4 de septiembre de 1970, la izquierda chilena abrió de par en par las puertas de la historia. Como destacó ampliamente la prensa internacional, por primera vez el candidato marxista vencía en unas elecciones democráticas y, de acuerdo con la tradición nacional, tenía las mejores opciones para iniciar, sesenta días después, el mandato como presidente de la República hasta 1976 y poner en marcha, en el marco de la legalidad vigente, el programa de profundas transformaciones revolucionarias comprometido por la Unidad Popular. Uno de los mitos de la propaganda de la Guerra Fría saltaba por los aires. 




			Aquella victoria no fue fruto de la casualidad. En un caso único en el hemisferio occidental, desde 1952 socialistas y comunistas respaldaron a Salvador Allende en las sucesivas elecciones presidenciales y en torno a esa viga maestra, la unidad de los principales partidos de la izquierda, ﬂoreció un movimiento popular de masas, el allendismo, ﬁrmemente arraigado entre la clase obrera, el campesinado, los pobladores, un sector relevante de la clase media y los principales nombres de la cultura, las artes y la intelectualidad, encabezado por el más ilustre de ellos: Pablo Neruda. En 1958, Allende se quedó a menos de treinta y cuatro mil votos de La Moneda. En 1964, la derecha debió respaldar al candidato democratacristiano, Eduardo Frei, cuya campaña recibió una ﬁnanciación gigantesca de la Central Intelligence Agency (CIA) norteamericana y de instituciones de Europa occidental: más de veinte millones de dólares volcados en una agresiva y masiva «campaña del terror» anticomunista. El fracaso del proyecto reformista de Frei, expresado dramáticamente en las masacres obreras de la mina El Salvador (marzo de 1966) y Puerto Montt (marzo de 1969) y también en la escisión del Movimiento de Acción Popular Unitaria (MAPU), así como la división del escenario electoral en tres candidaturas y la fortaleza de la izquierda, auparon a Salvador Allende hasta la primera mayoría en 1970. 




			La Unidad Popular (integrada por los partidos Comunista, Socialista, Radical, Social Demócrata, MAPU y Acción Popular Independiente) postuló un programa de gobierno que incidió en el fracaso del modelo económico y social vigente: «Chile es un país capitalista, dependiente del imperialismo, dominado por sectores de la burguesía estructuralmente ligados al capital extranjero, que no pueden resolver los problemas fundamentales del país, los que se derivan precisamente de sus privilegios de clase, a los que jamás renunciarán voluntariamente». Su proyecto histórico invitaba a avanzar hacia una sociedad socialista, concebida como una profundización de la democracia en términos políticos, sociales y económicos a partir de la legalidad vigente, con absoluto respeto al pluralismo y a las libertades y derechos reconocidos por la Constitución aprobada en 1925. 




			El análisis de la realidad nacional incidía en el fracaso del reformismo democratacristiano, la crítica a un capitalismo manejado por los monopolios y el rechazo a la dependencia económica de la potencia hemisférica, cuyas transnacionales controlaban las principales minas de cobre, hierro y salitre. El diagnóstico social era igualmente crudo: medio millón de familias carecían de vivienda y otras tantas vivían en condiciones «pésimas», sin alcantarillado, agua potable, luz eléctrica. Más de la mitad de los trabajadores del país percibían salarios «insuﬁcientes» para cubrir sus «necesidades vitales mínimas» y la mitad de los menores de quince años padecía desnutrición. Mientras tanto, «el capital imperialista» y «un grupo de privilegiados que no pasa del 10 % de la población» acaparaban la mitad de la renta nacional. «La única alternativa verdaderamente popular y, por lo tanto, la tarea fundamental que el Gobierno del Pueblo tiene ante sí», señalaba el programa de la UP, «es terminar con el dominio de los imperialistas, de los monopolios, de la oligarquía terrateniente e iniciar la construcción del socialismo en Chile». 




			A pocos días de la votación, Salvador Allende pidió que el 4 de septiembre el Ministerio del Interior ofreciera los resultados de manera clara y llamó a sus partidarios a estar alerta para defender la victoria que estaba convencido de que conquistaría: «La historia lo enseña. Conspiraron contra O’Higgins, conspiraron y derrocaron al presidente mártir Balmaceda y los herederos de esos mismos intereses pretendieron derrocar a Pedro Aguirre Cerda»5. 




			El 4 de septiembre, tres millones y medio de ciudadanos (mayores de veintiún años y alfabetizados) estaban convocados a las urnas para elegir al sucesor de Eduardo Frei entre el expresidente Jorge Alessandri, candidato de la derecha, el democratacristiano Radomiro Tomic y el socialista Salvador Allende. La jornada transcurrió con absoluta normalidad y emoción creciente ante la incertidumbre en torno al resultado. Allende, empadronado en Punta Arenas, no pudo ejercer su obligación de votar y tuvo que concurrir a una céntrica comisaría de Carabineros para cumplir el mandato legal de justiﬁcar su abstención; a media tarde, siguió desde su casa de la calle Guardia Vieja el desarrollo del escrutinio, acompañado por varios amigos y compañeros6. 




			A las diez y media de la noche, el Ministerio del Interior informó que sumaba 871.000 votos y que Alessandri le seguía a solo 29.000 sufragios. Con apenas 661.000 en aquel momento, Tomic reconoció tempranamente su derrota. Mientras los partidarios de Allende y de Alessandri se concentraban en distintos puntos de Santiago, algunos militantes de la Juventud Demócrata Cristiana (JDC) llegaron hasta el comando nacional de la UP, en la calle San Martín, para compartir con la izquierda el dulce sabor del triunfo. Cerca de la medianoche, en el Canal 9 de televisión (perteneciente a la Universidad de Chile) el diputado democratacristiano Bernardo Leighton aﬁrmó que ya consideraba a Allende presidente electo y anticipó: «Se pueden producir coincidencias entre la UP y la DC en el campo de la actuación, cuando se trate de legislar, porque hay planteamientos y puntos comunes en los programas. Plantearemos con lealtad las coincidencias y las discrepancias»7. 




			De los 3.539.747 ciudadanos inscritos en los registros electorales, 1.070.334 (36,2 %) votaron por Allende; 1.031.159 (34,9 %) por Alessandri y 821.801 (27,8 %) por Tomic. De acuerdo con lo estipulado en la Constitución, al no haber alcanzado el candidato más votado la mayoría absoluta, correspondía a los diputados y senadores de la República, reunidos en Congreso Pleno cincuenta días después, la designación del nuevo presidente entre los dos más votados. Por tanto, la Unidad Popular, en minoría parlamentaria, iba a necesitar el apoyo de la DC. A excepción de Frei en 1964, desde 1946 los presidentes (Gabriel González Videla, Carlos Ibáñez y Jorge Alessandri) habían sido elegidos por el Congreso Pleno y en 1958 Alessandri lo fue después de lograr tan solo el 31,6 % de los sufragios en las urnas. Nadie cuestionó entonces su legitimidad para gobernar durante los seis años. 




			 




			Pánico en la derecha 




			 




			Un silencio sepulcral, dramático, reinaba la noche del viernes 4 de septiembre en las calles de Providencia, Las Condes o Vitacura. El miedo de las elites al comunismo, atizado ya en 1920 contra Arturo Alessandri (denominado entonces «el Lenin chileno» por su retórica antioligárquica), en 1938 contra Pedro Aguirre Cerda y el Frente Popular y en 1964 contra Salvador Allende, se avivaba como nunca ante el hecho irrefutable de la victoria electoral de la UP. Era el inicio de un ﬁn de semana cruzado de conversaciones, rumores, insinuaciones y propuestas en torno al horizonte inmediato. Una verdadera pesadilla para las clases dominantes. 




			«Desﬁlaban en mi memoria los fusilamientos urbanos en el paredón con sacos de arena en La Habana, luego de la caída de Batista. Los juicios populares, sin defensa. El saqueo y los linchamientos callejeros», ha rememorado sobre aquellas horas el publicista Federico Willoughby, quien sería designado secretario de prensa de la Junta Militar la tarde del 11 de septiembre de 1973. «Conocía a Allende. Tenía una tradición de demócrata y nobleza personal. Entre sus seguidores había descontrolados, capaces de desatar una avalancha revanchista. En esas condiciones —pensaba— si la Unidad Popular llegaba a ser gobierno, seguramente iban a desencadenarse situaciones que el presidente no podría controlar. Frente a esa ola revolucionaria, la Iglesia inﬁltrada no sería escuchada como autoridad moral; la Justicia era débil frente al poder y la única barrera eran los uniformados». Antes de acostarse, le comentó a su esposa: «Voy a impedir que este gobierno cumpla su plan». «He recordado mucho tiempo después esa determinación, tan irreal como resuelta, de derrocar un gobierno, cuando todavía era incierto que asumiera»8. 




			Pocas horas después, en la mañana del sábado 5 de septiembre, Orlando Sáenz, uno de los veintiún directores de la Asociación de Empresarios Metalúrgicos, recibió un llamado telefónico del gerente para citarle a una reunión urgente el lunes 7 a las ocho y media de la mañana, con un único punto en el orden del día, resumido de esta manera: «¿Qué vamos a hacer con el triunfo de Allende?». Evidentemente, ya de antemano descartaban la posibilidad de respetar el veredicto democrático de las urnas y el proceso político-institucional posterior. Lo primero que acordaron fue adquirir ejemplares del programa de la UP, que tan solo conocían de manera superﬁcial9. 




			También la quietud del hogar del senador Patricio Aylwin se vio interrumpida aquella mañana sabatina por la llamada de un dirigente del Partido Nacional, quien le espetó sin ambages: «Aquí hay una sola solución: que ustedes voten por Alessandri en el Congreso Pleno, Alessandri renuncia y nosotros apoyamos a un candidato democratacristiano, sea Leighton, Gabriel Valdés o tú mismo, votaríamos por quien pongan ustedes...»10. 




			Aquel mismo 5 de septiembre, los principales dirigentes del comando de Alessandri se reunieron en la casa del empresario Arturo Matte. Estaban Julio Durán, Miguel Schweitzer, Jaime Guzmán, Gustavo Alessandri, Ernesto Pinto, Eduardo Boetsch, Ricardo Claro y Enrique Ortúzar, además del candidato. Al día siguiente, Ortúzar convocó a la prensa en la Plaza de Armas, frente a la casa del expresidente, para entregar una declaración pública en la que instaban al Partido Demócrata Cristiano (PDC) a votar por su carta en el Congreso Pleno para «seguir viviendo en libertad». 




			A partir del lunes 7 de septiembre, con la apertura de los bancos, se inició una frenética retirada de fondos, que ascendió solo aquel día a cerca de doscientos millones de escudos (casi trece millones de dólares). Asimismo, el valor del dólar en el mercado negro alcanzó cotas máximas y algunas grandes empresas nacionales y transnacionales emitieron señales de pesimismo en torno al futuro económico del país. Otra muestra del pánico irracional de este sector social fue la peculiar salida del país de Agustín Edwards. El 10 de septiembre dejó su casa de Vitacura en un vehículo diferente al que solía utilizar, mientras otra persona se desplazaba en su coche hasta la sede de El Mercurio, ubicada entonces en el mismísimo centro de Santiago, junto al Palacio de los Tribunales, para simular que cumplía su rutina cotidiana. Entretanto, su avión privado despegó de Cerrillos y realizó un vuelo de distracción hasta que aterrizó en el aeródromo de Tobalaba, donde se embarcó con destino a Mendoza y Buenos Aires. Allí le esperaban su esposa y sus seis hijos y el 12 de septiembre volaron a Nueva York11. 




			Uno de los dirigentes derechistas más activos en aquellas semanas fue el abogado Pablo Rodríguez, integrante del comando de Alessandri y profesor de Derecho en la Universidad de Chile, militante del Grupo Universitario Radical a principios de los sesenta e hijo de un ministro de Educación del presidente Gabriel González Videla. Su participación la noche del 4 de septiembre en un programa del Canal 13 sorprendió agradablemente a los votantes derechistas. De inmediato, promovió la creación del Movimiento Cívico Patria y Libertad, que contó, entre sus primeros adherentes, con Jaime Guzmán, líder del movimiento gremial de la Universidad Católica (UC), el escritor Enrique Campos Menéndez y la periodista Gisela Silva12. El 10 de septiembre, en conferencia de prensa, respaldó la opción de que los parlamentarios democratacristianos votaran por Alessandri en el Congreso Pleno y que, posteriormente, este presentara su renuncia para favorecer una nueva elección en la que la ciudadanía escogería entre «democracia» y «marxismo»13. 




			El estreno público de Patria y Libertad tuvo lugar el 13 de septiembre en el teatro Nacional, ante unas tres mil personas. Once días después volvió a congregar a sus partidarios en el Estadio Chile. «Para nosotros, la angustia de la derrota electoral se transformó en fervor de lucha y este fervor de lucha lo llevaremos hasta las últimas consecuencias», aseveró entonces Pablo Rodríguez. «Los que piensan que llevamos a Chile a una guerra civil es porque tienen temor de ejercer los derechos que nos da el sistema democrático y porque tienen miedo y son cobardes de ejercer las libertades... Si quieren la guerra civil, aquí nos encontrarán de pie»14. A esta misión se consagrarían, con el fanatismo de los cruzados, a partir de marzo de 1971, cuando Patria y Libertad resurgió, bajo la máscara del fascismo, como el ariete más insidioso de la violencia y la desestabilización. El Movimiento Cívico fue disuelto el 24 de octubre, tras la votación del Congreso Pleno. 




			La reacción de la embajada de Estados Unidos y de las agencias y el gobierno de este país también basculó entre el pesimismo y la necesidad perentoria de impedir la investidura de Allende. El 5 de septiembre, el embajador Edward Korry, destinado desde 1967 en Chile, remitió un informe conﬁdencial al secretario de Estado, William Rogers, en el que consideró «deﬁnitivo» el triunfo del candidato izquierdista. «No hay razones para creer que las Fuerzas Armadas desaten una guerra civil o que ningún otro milagro (sic) impida su victoria», escribió. «Es un hecho lamentable que Chile haya tomado el camino hacia el comunismo con solo un poco más de un tercio del país que aprueba esta opción, pero es un hecho deﬁnitivo. Tendrá efectos profundos sobre América Latina y otros lados; para nosotros es una gran derrota; las consecuencias serán internas e internacionales; las repercusiones tendrán un impacto inmediato en algunos países y un efecto retrasado en otros»15. A diferencia de lo sucedido en 1964, cuando la candidatura de Frei recibió un apoyo multimillonario, en 1970 la CIA tan solo había ﬁnanciado la campaña de propaganda contra Allende, debido a la conﬁanza —transmitida por Korry— de que Alessandri sería el vencedor16. No en vano, antes del 4 de septiembre el candidato derechista insistió hasta el cansancio en que debía ser investido por el Congreso Pleno quien hubiera logrado más votos, aunque la diferencia con el segundo fuera exigua, e incluso señaló entonces, y de manera explícita, que rechazaría ser designado presidente por el Congreso Pleno si quedaba en segundo lugar. 




			Por su parte, el 7 de septiembre la CIA puso por escrito su evaluación del impacto de la victoria de la Unidad Popular. Expresó que Estados Unidos carecía de «intereses vitales» en este país, pero remarcó que, si Allende asumía ﬁnalmente la presidencia, este hito tendría «considerables costos políticos y psicológicos» y amenazaría la «cohesión hemisférica», es decir, su hegemonía en el subcontinente. No obstante, el principal punto de preocupación era la irradiación del ejemplo chileno hacia dos países centrales del tablero global, Italia y Francia, que contaban con partidos comunistas con una gran inﬂuencia social y un fuerte peso electoral17. Si el aplastamiento de la Primavera de Praga por los tanques del Pacto de Varsovia había supuesto el principio del ﬁn del «mito soviético» en Europa occidental18, la victoria de Salvador Allende y su propuesta de avanzar hacia el socialismo en un marco democrático y de pleno respeto a los derechos humanos podría revitalizar las opciones de la izquierda revolucionaria. 




			El 8 de septiembre, el Comité 40 —el órgano gubernamental encargado de autorizar y monitorear las acciones encubiertas, que dirigía Henry Kissinger, consejero de Seguridad Nacional del presidente Richard Nixon— se reunió para evaluar la situación chilena y concluyó que no era del todo imposible que el Congreso Pleno votara el 24 de octubre por Alessandri; al mismo tiempo, solicitó a su embajador que preparara una evaluación «a sangre fría» de la posibilidad de un golpe de Estado. En cambio, aquel mismo día Korry advirtió al secretario de Estado que crecían aún más las posibilidades de que Allende fuera investido: «Ni el presidente ni las Fuerzas Armadas tienen agallas para la violencia que temen sería la consecuencia de cualquier intervención. Cada uno quiere que el otro actúe para asumir la responsabilidad histórica del derramamiento de sangre que, en su opinión, se produciría y que podría alcanzar las proporciones de una guerra civil (...) En sus conversaciones con los políticos chilenos, Frei ha evitado mencionarse a sí mismo como la alternativa, proponiendo a ﬁguras tan poco elegibles como sus exministros del Interior Bernardo Leighton o Edmundo Pérez Zujovic. Todos saben que tiene que ser Frei, pero él no quiere quemar sus naves ni admitir lo obvio, porque sabe que no tiene poder sobre su partido y porque quiere mantener el máximo de ﬂexibilidad como el presidente inmaculado de todos los chilenos». Por tanto, recomendó a su gobierno que se preparara ya para enfrentar a la futura administración de Allende. 




			El 9 de septiembre, en un nuevo mensaje dirigido al jefe de la diplomacia de su país, Korry modiﬁcó radicalmente sus apreciaciones: «Siempre he creído —y ahora soy el único— que el futuro de Chile solo un hombre puede decidirlo: Frei. Creo que está jugando sus cartas con astucia extraordinaria, dadas las circunstancias. Pienso que sabe que puede contar con mi apoyo cuando lo necesite ante cualquier proposición dudosa. Estoy convencido de que nadie, dentro y fuera de Chile, entiende la situación política como él, cuando piensa con serenidad y con un objetivo. En cierto modo, creo haberlo ayudado a salir del pesimismo y a pensar positivamente»19. 




			 




			El ruego de Eduardo Frei 




			 




			La noche del 4 de septiembre de 1970, la dirección del Partido Demócrata Cristiano reconoció la victoria de Salvador Allende a través de una declaración pública. A lo largo del día siguiente, no solo Radomiro Tomic visitó a Allende para expresarle su felicitación20; también lo hicieron otras personalidades de este sector político, como el presidente de la Juventud Demócrata Cristiana, Pedro Felipe Ramírez, los senadores Renán Fuentealba y Juan Hamilton, los diputados Bernardo Leighton, Luis Maira y Fernando Sanhueza o los ministros Gabriel Valdés y Hugo Trivelli, así como el rector de la Universidad Católica, Fernando Castillo Velasco21. 




			El 7 de septiembre, el Consejo Nacional de la Democracia Cristiana acordó rechazar «los conceptos y las intenciones» de la declaración difundida el día anterior por el comando alessandrista, puesto que pretendía alterar «de un modo ilegítimo» el resultado de la votación presidencial, en la que «hubo libertad moral y respeto para quienes expusieron los fundamentos de su alternativa ante la ciudadanía del país». Asimismo, este organismo directivo anunció la composición de la comisión que se encargaría de negociar con la Unidad Popular las medidas que exigiría para unir el voto de sus setenta y cinco parlamentarios a los ochenta de la UP y no a los cuarenta y cinco de la derecha en la votación del Congreso Pleno. Quedó integrada por su presidente, el senador Benjamín Prado, el primer vicepresidente, Jaime Castillo Velasco, los senadores Aylwin y Fuentealba y el diputado Luis Maira. 




			Al día siguiente, Benjamín Prado y José de Gregorio, secretario general del PDC, remitieron una circular a las bases para levantar la moral tras la derrota. En aquel comunicado presentaron a su partido como «la única garantía» para la defensa de la democracia por las «tendencias dictatoriales» que asignaban a un sector de la UP y ante una derecha que exploraba «soluciones de fuerza» para desconocer «el fallo democráticamente dictado por la mayoría ciudadana en las urnas»22. 




			En cambio, Eduardo Frei y su círculo de hierro maniobraron durante varias semanas en la dirección contraria. Con el visto bueno de la derecha y del gobierno estadounidense, estaban convencidos de que cualquiera de las «soluciones» que pudieran implementarse para frenar a Allende llevaría aparejada la convocatoria de nuevas elecciones y el retorno seguro, tras un breve interregno, de la Democracia Cristiana a La Moneda23. 




			El 7 de septiembre, Frei recibió con frialdad al candidato de la UP en La Moneda, aunque también se sinceró: «Tu victoria, Salvador, representa para mí un gran fracaso»24. Después de su rotundo triunfo en las elecciones presidenciales de 1964 (56 %), ratiﬁcado en las parlamentarias de 1965 (43 %) ya sin el apoyo de la derecha, el PDC proclamó su convicción de que inauguraba un largo periodo de hegemonía en el país, al igual que sus correligionarios lo hicieron en Italia o en la República Federal Alemana tras la Segunda Guerra Mundial. Su programa político y económico —la Reforma Agraria, la sindicalización campesina, la «promoción popular», el énfasis en la educación pública—, enmarcado bajo el rótulo de la «Revolución en Libertad» (y con la absoluta aprobación de Washington, que lo consideró el emblema de la «Alianza para el Progreso»), aﬁrmó su base social interclasista, pero, aunque no cuestionó el núcleo del capitalismo chileno, sí le privó del apoyo de los grandes propietarios industriales y agrícolas, quienes levantaron la candidatura de Alessandri para la pugna presidencial de 197025. Como ha señalado la historiadora María Rosaria Stabili, el mundo aristocrático empezó a resquebrajarse con la elección de Frei y sobre todo con la Reforma Agraria, que amenazó el viejo orden cuasi feudal que imperaba en los fundos. Para el sector más duro de la derecha, la Democracia Cristiana se convirtió entonces en un partido «traidor»26. 




			El 8 de septiembre, Frei reunió a los comandantes en jefe del Ejército, la Armada y la Fuerza Aérea, al general director de Carabineros y al general Carlos Prats (jefe del Estado Mayor de la Defensa Nacional) y les informó del encuentro que el día anterior había mantenido con Allende, en el que, según anotó Prats en sus memorias, le habría expresado con absoluta franqueza que su acceso al poder signiﬁcaría «caer irreversiblemente en el marxismo». Es decir, en una dictadura de corte estalinista. Ante el alto mando militar, Frei dibujó un escenario lleno de nubarrones, en los comienzos de un periodo de cincuenta días de incertidumbre política: la masiva retirada de fondos de los bancos, la caída brusca de los valores de la Bolsa, el temor a un descenso de las importaciones, la congelación de las inversiones, la disminución de la venta de bienes de consumo, la paralización de las siembras en la agricultura o el receso en la industria...27 




			En cambio, les ocultó que el 7 de septiembre también se había reunido de manera reservada con uno de los prohombres de la derecha, el senador Francisco Bulnes (PN), con quien había explorado la posibilidad de que los parlamentarios democratacristianos votaran por Alessandri en el Congreso Pleno. El 8 de septiembre, por la mañana, el propio Bulnes, el senador Julio Durán (de la Democracia Radical, una escisión derechista del histórico Partido Radical) y Eduardo Boetsch llegaron a La Moneda para «precisar y cristalizar el acuerdo» con Frei. Acordaron que el candidato derechista haría una declaración pública en la que solicitaría el apoyo del PDC en el Congreso Pleno y se comprometía a renunciar de inmediato, por lo que habría una nueva elección presidencial y se reeditaría la coalición antiallendista de 1964; por su parte, Frei les prometió que se la jugaría en el seno de su partido por esta opción. Al día siguiente, Alessandri entregó un mensaje público en los términos acordados28. 




			El testimonio más reciente de Renán Fuentealba corrobora estas antiguas revelaciones. Ha recordado que Frei le llamó para conversar sobre el escenario poselectoral y le expuso su opinión acerca de las consecuencias catastróﬁcas para el país de que la UP asumiera el gobierno. Y en otra reunión privada, el senador Francisco Bulnes le planteó idénticos argumentos y le rogó que lograra apoyos dentro del PDC para Alessandri. Pero Fuentealba se negó en redondo a participar en aquella operación29. 




			El 10 de septiembre, en un discurso por cadena de radios, el senador Benjamín Prado anunció que votarían por Salvador Allende si la Unidad Popular asumía un conjunto de garantías democráticas que creían imprescindibles30. Prado reconoció, eso sí, la impecable trayectoria democrática del candidato de la izquierda: «Él ha sido durante muchos años una muy destacada ﬁgura en el cuadro político chileno y ciertamente no podría, por su pasado, serle imputado cargo alguno de transgresión a los principios democráticos fundamentales». Aquel mismo día, un parlamentario democratacristiano comunicó al embajador Korry que un número importante de sus compañeros de bancada estaba dispuestos a apoyar a Allende en el Congreso Pleno, pero que Frei procuraría que su partido aceptara la propuesta de Alessandri31. 




			De manera paralela a los movimientos iniciales de la derecha y del entorno de Frei, empezaron las conspiraciones dentro y extramuros de las Fuerzas Armadas. A lo largo de aquellas semanas, oﬁciales en activo y en retiro contactaron en diversas ocasiones con el alto mando del Ejército a ﬁn de promover un golpe de Estado. Así lo relató el general Carlos Prats: «El jueves 10 [de septiembre], a mediodía, me visita un destacado personero de los oﬁciales en retiro quien, después de algunas vacilaciones, va al grano y me pregunta si las Fuerzas Armadas “están dispuestas a salvar al país”»32. 




			El presidente Eduardo Frei no solo participó en secreto en la maniobra de la derecha, ajustada a la letra de la legalidad, pero rechazada por su propio partido desde el primer momento. También envió mensajes muy nítidos a la Casa Blanca. El 12 de septiembre, en el palacio presidencial de Cerro Castillo, en Viña del Mar, recibió a John Richardson, secretario de Estado adjunto para asuntos de educación y cultura de Estados Unidos, acompañado del embajador Korry. Este tomó notas de aquella reunión y, según expuso en el Centro de Estudios Públicos de Santiago en 1996, en aquella ocasión Frei rogó a Richardson que transmitiera una valoración «personal» al presidente Richard Nixon: «Las probabilidades son de cincuenta a uno de que la presidencia de Allende signiﬁcará en Chile un gobierno como el que hay en Cuba». Korry intervino para preguntarle: «¿Usted, por medio de este mensaje, está solicitando a Estados Unidos algún tipo de acción? ¿Quiere usted que Estados Unidos haga algo especíﬁco?». «No, nada, excepto propaganda», respondió el mandatario. Korry transmitió aquella conversación a Nixon y Kissinger. «Él quería que nosotros hiciéramos el trabajo sucio (...), no quería responsabilizarse de nada que llegase a pasar», explicó en 199633. 




			Al día siguiente, el empresario Arturo Matte, cuñado de Jorge Alessandri (y candidato presidencial en 1952), recibió a dos ejecutivos de la International Telephone and Telegraph Corporation (ITT, propietaria entonces de la Compañía de Teléfonos de Chile), Hal Hendrix y Robert Berrellez, quienes cuatro días después enviaron una síntesis de lo conversado a Edward J. Gerrity, vicepresidente de la transnacional. Matte les conﬁrmó que la «fórmula Alessandri» contaba con la «aprobación personal de Frei», pero añadieron que el presidente no se la jugaría por esta opción «salvo que se le suministre una amenaza a la Constitución». «Hay que proporcionarle la amenaza de una manera u otra a través de la provocación. Al mismo tiempo, hay que aplicar a Frei una presión sutil pero suﬁcientemente ﬁrme para que responda»34. 




			Por su parte, el embajador Korry siguió con sus propias gestiones. El 14 de septiembre, remitió una extensa comunicación a Henry Kissinger en la que indicó que Frei había hecho saber al general Camilo Valenzuela, jefe de la guarnición de Santiago, y al director general de Carabineros, Vicente Huerta, que tenía la intención de renunciar después de las Fiestas Patrias con el propósito de que se constituyera un gobierno interino que convocara unas nuevas elecciones a las que podría presentarse. «Aunque el supuesto mensaje de Frei no redundó en ninguna acción concreta, resulta signiﬁcativo que los destinatarios de la comunicación hayan sido Valenzuela y Huerta, hombres directamente involucrados en las conspiraciones que llevaron al atentado contra el comandante en jefe del Ejército, general René Schneider, el 22 de octubre de 1970», remarca Hurtado Torres35. 




			 




			Agustín Edwards y la furia de Richard Nixon 




			 




			«Durante el gobierno de la Unidad Popular se vivieron años excepcionales. La lucha ideológica se había exacerbado a niveles casi incomprensibles. Algunos partidos propugnaban una línea de acción que pretendía hacer tabla rasa con las instituciones históricas del país. Y esos sectores habían erigido a El Mercurio en el símbolo de lo que querían destruir. El Mercurio se vio, sin quererlo, envuelto en una vorágine a la que lo llevaron el gobierno de la UP y las fuerzas que lo apoyaban. El ideario tradicional del diario, centrado en valores tales como el Estado de Derecho, la democracia representativa, las libertades políticas y económicas, se veía gravemente amenazado por los programas y declaraciones del gobierno. (...) Tuvimos que defendernos y defender las instituciones del país». Con estas palabras justiﬁcó en junio de 2000 Agustín Edwards el papel del diario en la desestabilización del país entre 1970 y 1973, para lo que recibió una ﬁnanciación millonaria de la CIA36. Falleció el 24 de abril de 2017, poco antes de cumplir noventa años, y jamás admitió su responsabilidad, ni la de las personas de su máxima conﬁanza, ni la de sus periódicos, en la destrucción de la democracia el 11 de septiembre de 1973. 




			El 8 de septiembre de 1970, cuatro días después de la elección presidencial, Edwards preguntó al embajador Korry si su país adoptaría «alguna acción militar directa o indirectamente» y, como la respuesta fue negativa, no vaciló en viajar al norte del continente. Tenía muy claro que el Congreso Pleno elegiría a Allende y que las posibilidades de evitarlo violentaban las fronteras de la democracia... y de la soberanía nacional37. 




			El 13 de septiembre ya se encontraba en Estados Unidos, donde residiría hasta 1975. Aquella mañana dominical, Donald Kendall, gerente general de Pepsi Cola y amigo personal del presidente Nixon, telefoneó a Kissinger para comunicarle que estaba junto al dueño de El Mercurio. Solo dos días después, a las ocho de la mañana, el consejero de Seguridad Nacional les recibió en su despacho de la Casa Blanca, acompañado por el Fiscal General, John Mitchell. Kissinger también llamó por teléfono al director de la CIA, Richard Helms, y le pidió que se reuniera posteriormente con él. 




			Además, le había concertado una reunión con Richard Nixon en el Despacho Oval38. Según las transcripciones desclasiﬁcadas de las conversaciones telefónicas de Henry Kissinger, en la noche del 14 de septiembre de 1970 solicitó a una de las personas encargadas de la agenda de Nixon, Stephen Bull, que el presidente recibiera a Edwards antes de la reunión que tenía programada al día siguiente con Gerhard Schroeder, vicepresidente de la Unión Demócrata Cristiana (CDU) de la República Federal Alemana. Acordaron que el encuentro duraría menos de quince minutos y Bull se comprometió a reservarlo entre las nueve y cuarto y las diez de la mañana. Al objeto de mantener en secreto la presencia del dueño de El Mercurio en la Casa Blanca, Kissinger le ordenó que impidiera que se cruzara con Schroeder en algún momento39. En la agenda de Nixon de aquel 15 de septiembre de 1970 quedó registrado que se reunió con Kissinger entre las 9.37 y las 9.49, momento en que, tal vez, se produjo su encuentro con Agustín Edwards. Por supuesto, en su declaración ante el ministro Mario Carroza, Edwards señaló: «No tengo recuerdos de haberme entrevistado con Nixon»40. 




			Sí está documentado que, apenas unas horas más tarde, Helms y un especialista de la CIA en América Latina, Kenneth Millian, se reunieron con él y con Donald Kendall en el hotel Madison de la capital federal. Según el memorándum de aquella reunión elaborado por la Agencia, Agustín Edwards abogó por que la CIA promoviera un golpe de Estado militar. «Las posibilidades de que Alessandri sea nominado presidente son escasas... Frei está muerto de miedo de que Allende asuma el poder, pero solo puede contar con unos veinte congresistas del PDC que voten por Alessandri», informó Edwards al director de la CIA. «¿Podemos darnos el lujo de conﬁar en que el plan Alessandri-Frei vaya a funcionar?», preguntó retóricamente. Además, expuso una detallada información de inteligencia acerca de la situación de cada una de las ramas de las Fuerzas Armadas y de Carabineros. Así, por ejemplo, señaló que, después de discutir sobre la situación política del país con el general Camilo Valenzuela y algunos oﬁciales muy importantes de la Armada, estos estaban preocupados principalmente por dos asuntos: si recibirían «apoyo logístico» norteamericano para aquella operación y si el nuevo gobierno que se instalara en Chile tendría el reconocimiento diplomático de Washington. 




			Después de sus reuniones del 15 de septiembre, el dueño de El Mercurio permaneció en la capital estadounidense durante varios días y siguió entregando información a los funcionarios de la CIA, como ha subrayado Peter Kornbluh, director del Proyecto de Documentación sobre Chile de la ONG Archivo Nacional de Seguridad, a partir de los documentos desclasiﬁcados. Así, tres días después Richard Helms informó a Kissinger: «Estamos en un proceso de interrogar de manera exhaustiva en este momento al señor Edwards»41. 




			El 25 de septiembre de 2013, a petición del abogado querellante Eduardo Contreras, por primera vez tuvo que dar explicaciones acerca de su rol entre 1970 y 197342. Sin embargo, Edwards señaló que recordaba muy poco de sus reuniones con el director de la CIA y el consejero de Seguridad Nacional, tan solo que comentaron —como si hubieran disfrutado de una tertulia de café— «la circunstancia de haber salido un presidente comunista en un país democrático». Y se apresuró a asegurar: «En ningún caso se pensaba en un golpe de Estado o algo parecido, ni menos de un ﬁnanciamiento hacia el diario El Mercurio». Otra de las preguntas presentadas por Contreras se refería al sostenimiento económico de su principal diario, pero se limitó a responder en términos personales: «A su pregunta, no recibí dineros de la CIA». 




			Dos meses después, el 21 de noviembre, Peter Kornbluh compareció ante el ministro Mario Carroza y le entregó un dosier que rebatía lo aﬁrmado por Edwards. Expuso que los documentos desclasiﬁcados por Estados Unidos prueban cómo la CIA sostuvo económicamente la campaña de propaganda negra de El Mercurio contra el gobierno constitucional de Chile entre 1970 y 1973. En concreto, citó un cable de su estación en Santiago de mayo de 1973 que indicó que este periódico formaba parte de los elementos más duros de la oposición, entre los que incluía también a Patria y Libertad, que tenían como objetivo «la creación de un conﬂicto y de confrontación» para promover «la intervención militar» y que coordinaban «su esfuerzo con miembros de las Fuerzas Armadas que compartían este objetivo»43. Asimismo, mencionó un informe de la CIA de enero de 1974 que reconoció el importante rol de este diario en «la preparación del escenario del golpe de Estado del 11 de septiembre de 1973». 




			En abril de 2016, los abogados Eduardo Contreras, Alfonso Insunza y David Osorio, en representación de la AFDD y la AFEP, solicitaron al ministro Carroza el procesamiento, «como autor de los delitos consumados de sedición y rebelión» y de asociación ilícita (previstos y sancionados en los artículos 121, 122 y 292 del Código Penal vigente en 1973), de Agustín Edwards, «uno de los principales inculpados del alzamiento armado en contra del gobierno constitucional de Chile en septiembre de 1973, delito concatenado indisolublemente con el genocidio desatado». Pero Agustín Edwards Eastman solo recibió una única sanción en su vida por estas razones: la expulsión del Colegio de Periodistas, formalizada tras el fallo unánime del Tribunal de Ética y Disciplina del Consejo Metropolitano de esta institución con fecha de 20 de abril de 201544. 




			El 15 de septiembre de 1970, cerca de las tres y media de la tarde, Richard Nixon citó a Henry Kissinger, John Mitchell y Richard Helms en el Despacho Oval. Según las anotaciones que este último tomó, aunque Nixon era consciente de las diﬁcultades de tener éxito («la chance es de 1 a 10»), ordenó «gastar lo necesario», más de diez millones de dólares si era preciso, sin involucrar a la embajada y con la participación de «nuestros mejores hombres» a ﬁn de tomar medidas para «hacer aullar la economía chilena» y exigió recibir un «plan de acción» antes de 48 horas45. En 1975, en su testimonio secreto ante el comité parlamentario que investigó la responsabilidad de Estados Unidos en el asesinato del general René Schneider, Helms declaró su convicción de que Nixon convocó aquella reunión «debido a la presencia de Edwards en Washington»46. 




			Igualmente, Kissinger escribió en sus memorias que Nixon se tomó la guerra encubierta contra Salvador Allende como un asunto personal y dejó claro que «había sido impulsado a actuar por Agustín Edwards, el editor de El Mercurio...». «Nixon estaba fuera de sí. Por más de una década había criticado duramente a las administraciones demócratas por permitir el establecimiento del poder comunista en Cuba. Y ahora, lo que él percibía —correctamente— como otra Cuba había surgido a la vida durante su propia administración sin que a él se le hubiera dado la oportunidad de tomar una decisión. Esto explica la virulencia de su reacción y su insistencia en hacer algo, cualquier cosa, que anulara la negligencia anterior»47. 




			El 16 de septiembre, Richard Helms y altos funcionarios de la CIA pusieron en marcha el denominado «Proyecto FUBELT». En el memorándum de aquella reunión leemos: «El director dijo al grupo que el presidente Nixon había decidido que el régimen de Allende en Chile no era aceptable para los Estados Unidos. El presidente pidió a la Agencia impedir a Allende su acceso al poder o derribarlo». Dispuso, además, que ejecutaran esta misión sin coordinarse con los departamentos de Estado o de Defensa y también al margen del Comité 40 y del embajador Korry, es decir, solo debían responder ante Kissinger y ante él mismo48. 




			Dos meses después, un informe de la Fuerza de Operaciones Especiales de la CIA en Chile dio cuenta de su fracaso49. Dejó constancia también de que el 18 de septiembre ya estaba funcionando en este país, dirigida por un agente «altamente cualiﬁcado», enviado «especíﬁcamente para este propósito». Por una parte, la CIA se sumó a los esfuerzos para que en el Congreso Pleno los parlamentarios democratacristianos eligieran a Alessandri. Pero, de manera paralela, también «se concentró en provocar un golpe militar (...) independientemente de Frei si fuese necesario, pero con su aquiescencia si esto era posible». Para alcanzar tales objetivos desplegó una gigantesca campaña de propaganda centrada en extender la preocupación sobre el futuro de Chile entre los tres elementos que consideraba decisivos: «Frei, la elite política criolla y el Ejército». De este modo, en la segunda quincena de septiembre llegaron al país «23 periodistas a sueldo de la CIA de diez países diferentes para que informaran contra Allende». Además, ﬁnanció el envío directo, por correo postal, de artículos y noticias negativas sobre Salvador Allende de medios de comunicación extranjeros al presidente Eduardo Frei, a su esposa o a «líderes militares seleccionados». Según su recuento parcial, en aquellas seis semanas debido a su inﬂuencia se publicaron 726 artículos de este tipo en medios de comunicación de Estados Unidos, América Latina y Europa. 




			Asimismo, también maniobró para que partidos y personalidades de tendencia democratacristiana o miembros de la Iglesia católica alentaran a Frei a decidirse a «salvar a Chile». Por ejemplo, la CDU alemana envió varios emisarios relevantes, que tomaron contacto con él y otros líderes del PDC. Incluso su esposa, María Ruiz-Tagle, recibió centenares de telegramas instándole a que le suplicara que no entregara el mando de la nación a Allende50. 




			 




			Las dos almas de la DC 




			 




			El 20 de septiembre, el embajador Korry se reunió con los ministros de Defensa, Sergio Ossa, y Economía, Carlos Figueroa, quienes, según la CIA, pertenecían a un grupo de cinco ministros (junto con Andrés Zaldívar, Patricio Rojas51 y Raúl Troncoso) que estaban convencidos de que debía hacerse «algo» para evitar la elección de Allende en el Congreso Pleno el 24 de octubre. En aquella reunión Figueroa indicó a Korry que el ministro de Hacienda, Andrés Zaldívar, y él planeaban dimitir tras el informe que este último expondría al país el 23 de septiembre. «La intención de esta maniobra era dramatizar la situación crítica de la economía y provocar una sensación generalizada de crisis que sirviera de contexto para una decisión drástica, ya fuera por parte de Frei o de las Fuerzas Armadas», señala uno de los cables desclasiﬁcados de la CIA. Según la previsión expuesta por Figueroa, sus renuncias desencadenarían las del resto de miembros del gabinete y, de este modo, Frei adoptaría medidas extraordinarias, como convocar a los militares a constituir un gobierno de emergencia nacional52. 




			Efectivamente, la noche del 23 de septiembre Zaldívar transmitió al país, en un discurso por radio y televisión y previamente visado por su presidente, una visión descorazonadora acerca de las consecuencias en el terreno económico de la victoria electoral de la UP. Así, señaló la retirada masiva de depósitos bancarios, la paralización de proyectos en ejecución por parte de varias empresas, la caída de la construcción de viviendas ﬁnanciadas por el sector privado...53 Sin embargo, su informe no logró los efectos esperados y tampoco Frei se atrevió a protagonizar un gesto público que alterara el curso de los acontecimientos, puesto que, ante todo, deseaba preservar su imagen política. Una prueba de ello fue su reunión con el general Schneider el 23 de septiembre, de cuyo contenido Sergio Ossa informó tres días después a Korry y este a su vez a Kissinger. Frei expuso al comandante en jefe del Ejército su opinión catastroﬁsta de lo que le aguardaba a Chile con Salvador Allende, con especial incidencia en su terreno, ya que le aseguró que el país se vería enfrentado con sus vecinos y Allende pondría ﬁn a los estrechos vínculos de las Fuerzas Armadas con Estados Unidos. Reconoció también que los militares podían impedir su llegada a La Moneda, pero le expresó que no les pediría que hicieran algo que él no realizaría, porque constituiría un signo de cobardía54. 




			También el 23 de septiembre, la comisión designada por el PDC se entrevistó con Allende y le entregó el documento que contenía las demandas esenciales que determinarían la posición de sus parlamentarios55. La dirección de la Democracia Cristiana reiteró el respeto por su victoria electoral, que atribuyó a «los profundos anhelos de cambio social» ya expresados, desde su punto de vista, en el triunfo de Frei en 1964 y el programa de la candidatura de Radomiro Tomic. Y reaﬁrmó que su responsabilidad primordial era asegurar que el proceso de transformaciones sociales y económicas continuara por cauces democráticos, por lo que le anticiparon el apoyo en el Congreso Pleno si aceptaba las garantías que le explicitaban en aquel momento. 




			Pero, dos días después, el general Prats recibió la visita de un destacado dirigente democratacristiano que le planteó sin ambages, «en actitud nerviosamente complacida», que ante la «intransigencia de Schneider para detener a la Unidad Popular, el presidente Frei estaba dispuesto a que yo encabezara un movimiento que lo derrocara y lo enviara al extranjero». De este modo impedirían que «los comunistas», utilizando a Allende, terminaran por hacerse con «el control total» del país. Incluso le sugirió cómo debía proceder: «Apoderarse de noche de La Moneda, enviar a Frei al extranjero, cerrar el Congreso, suspender la vigencia de los partidos políticos, utilizar en cargos claves a gente de conﬁanza que ellos podrían señalar y, normalizada la situación, llamar de nuevo a elecciones»56. 




			El 29 de septiembre, en su respuesta por carta a Benjamín Prado, Allende puso de relieve tanto su larga trayectoria política como la lucha histórica de las clases populares por la democracia. Destacó el pluralismo ideológico de los partidos que integraban la Unidad Popular, así como la serenidad de sus partidarios en la victoria e indicó al presidente del PDC que su programa de gobierno ya reconocía, de manera expresa, el respeto absoluto a los derechos políticos de todos los chilenos y a las libertades ciudadanas57. 




			Sin embargo, el Consejo Nacional del PDC consideró aquella respuesta insuﬁciente y exigió que sus demandas quedaran claramente recogidas e incorporadas a la Constitución a través de un estatuto jurídico elaborado de común acuerdo con la UP, que fuera aprobado por el Congreso Nacional en el plazo más perentorio posible58. El Comando Nacional de la Unidad Popular lo aceptó, a pesar de que se trataba de una exigencia sin precedentes59. Y, por su parte, la DC resistió las presiones que recibía desde los sectores más extremistas, como la «Gran Marcha del Silencio», una convocatoria de Patria y Libertad para la tarde del 2 de octubre dirigida especíﬁcamente a «la mujer chilena» y que partió de Plaza Italia. Fue difundida desde las páginas de El Mercurio60. 




			El 3 y 4 de octubre, se reunió la Junta Nacional del PDC (el máximo órgano de decisión del partido entre sus congresos, que se celebraban cada cuatro años), que, con la ausencia del presidente Frei y tras treinta y dos horas de debate, aprobó votar por el candidato de la izquierda en el Congreso Pleno sobre la base de acordar el Estatuto de Garantías Democráticas. En su informe político ante los 506 delegados, Benjamín Prado apostó claramente por apoyar a Allende: «Negarle la posibilidad de asumir sería lo mismo que haberle dicho al 36 % del electorado: ustedes tienen derecho a participar en las elecciones, pero no pueden ganar; pueden salir segundos o terceros, pero no primeros. Sería como si en la práctica existiera la Ley de Defensa Permanente de la Democracia. No hacerlo es darles la razón a los que propician la vía armada». Y llamó a descartar la tentadora oferta de la derecha61. Muchos años después, Patricio Aylwin señaló que entonces hubo dirigentes, y citó a Edmundo Pérez Zujovic, partidarios de exigir a Allende la entrada del PDC en su futuro gabinete y la revisión de su programa. Pero esta posición fue ampliamente rechazada porque implicaba gobernar junto con el Partido Comunista: «Este tema no solo era delicado, era tabú»62. 




			El discurso de Aylwin en aquella Junta Nacional fue muy ilustrativo de sus posiciones y también de sus prejuicios ideológicos63. Reconoció «el mejor derecho de ser elegido» de Salvador Allende e incluso admitió que «lo natural», dadas las coincidencias entre los programas de Tomic y Allende, era que se decantaran por el candidato de la UP. Pero, al mismo tiempo, insistió en que debían exigirle «garantías» porque su elección representaba «riesgos y peligros graves para el porvenir de Chile y de nuestro partido». Se reﬁrió también a las fuerzas que integraban la UP, con especial énfasis en el Partido Comunista, y situó a la mayor parte del Partido Socialista en la «ultraizquierda». «Evidentemente, dentro de esa combinación política el Partido Comunista es el más fuerte, el más organizado, el que sabe más lo que quiere, el que tiene las líneas más claras, el más frío para actuar, el que tiene los mejores dirigentes, el que es más abnegado, el que tiene más disciplina». Y auguró que «lo que llamamos ultraizquierda pretenderá precipitar a Allende en un tren de velocidad y de hechos que Allende no se siente inclinado a aceptar y que le crearía grandes problemas». Por esa razón, remarcó, «tendrá que apoyarse en el Partido Comunista. El PC va a ser la gran fuerza de sustentación de Salvador Allende». A pesar de los «riesgos» que apuntó, Aylwin, quien en aquel discurso se deﬁnió como una persona «de izquierda», manifestó su decisión de apoyar a Allende. «Estoy dispuesto a hacerlo, y creo que debemos hacerlo, entre otras cosas, porque es bueno que esta gente tenga una chance en Chile y que este país quede vacunado contra el marxismo. Pero tenemos que asegurarnos reglas del juego que nos garanticen que va a seguir subsistiendo la democracia». 




			El 8 de octubre, Allende volvió a escribir a Benjamín Prado. Le expresó que aprobaba el contenido del Estatuto de Garantías Democráticas, que fue redactado por Aylwin y rápidamente consensuado por los representantes del PDC (Renán Fuentealba, Bernardo Leighton y Luis Maira) y de la UP (el senador radical Anselmo Sule, el diputado comunista Orlando Millas y el abogado socialista Luis Herrera) y que ese mismo día fue presentado en la Cámara de Diputados para su tramitación como reforma constitucional. Las garantías elevadas a la categoría de normas máximas eran la existencia de los partidos políticos y todos sus derechos fundamentales; la libertad de prensa y de información; un sistema nacional de educación pluralista y democrático, en el que se reconocían los derechos de la enseñanza particular; la autonomía universitaria a nivel académico, docente y administrativo; la constitución libre de las organizaciones sindicales; el funcionamiento independiente de las entidades comunitarias y la existencia de unas Fuerzas Armadas de carácter estrictamente profesional64. 




			El 15 de octubre, lo aprobó la Cámara de Diputados, siete días después el Senado (con el voto favorable también de Salvador Allende) y sesenta días más tarde, el 22 de diciembre, lo ratiﬁcó el Congreso Pleno. Finalmente, el presidente Allende lo promulgó el 21 de enero de 1971. En la negociación de aquel estatuto consagrado como reforma constitucional, Allende solo rechazó, y lo hizo de manera tajante, una exigencia del PDC: renunciar a la facultad presidencial de designar al alto mando de las Fuerzas Armadas. 




			Por otra parte, según relató Gabriel Valdés (ministro de Relaciones Exteriores entre 1964 y 1970), en octubre de 1970 Eduardo Frei y Salvador Allende mantuvieron dos encuentros reservados en su casa a petición de este último, que le solicitó garantías para su seguridad física, puesto que temía ser víctima de un atentado. Fueron reuniones marcadas por la evidente ruptura de la amistad personal y familiar que Frei y Allende habían cultivado durante años, tanto en el Senado como en el tiempo de ocio en la localidad costera de Algarrobo o en Santiago. En la segunda de ellas, según el relato de Valdés, Allende señaló «con elocuencia y fuerza» que nadie podía dudar ni de su intachable trayectoria política ni de sus convicciones democráticas. «Creía que había llegado el momento de hacer en Chile un fuerte cambio social que Frei no había podido realizar, pero que estaba dispuesto a llevarlo adelante por el bien del pueblo al que se debía. (...) De una vez por todas cumpliría las promesas que durante varias campañas había ofrecido ahora que le habían dado el triunfo». 




			Frei, por su parte, le expuso su pesimismo y los augurios más nefastos para el país. Descargó toda su crítica hacia la izquierda, y de modo particular su rechazo de la radicalización retórica del Partido Socialista, y le indicó también las represalias que Washington adoptaría: «Le pronosticó a Allende que su gobierno terminaría con una crisis inmanejable, que la izquierda no sería capaz de mantener una posición democrática, que la penetración cubana iba a hacer indefendible a su gobierno y que tenía la convicción del fracaso que sobrevendría a la economía chilena al poco tiempo, pues el Estado carecía de capacidad para reemplazar a un sector privado fuertemente contrario a su gobierno», recordó Valdés en sus memorias. «Le dijo que creía que la violencia se iba a hacer presente de inmediato y que, sin mayoría en el Congreso, tendría un fracaso tras otro»65. 




			No todos los dirigentes democratacristianos compartían tal visión. En un documento que escribió en aquellas mismas semanas, Bernardo Leighton recordó el apoyo de los comunistas a los gobiernos de Aguirre Cerda y Gabriel González Videla y lo sucedido en cada una de aquellas coyunturas, remarcó las diferencias evidentes entre Chile y los países de Europa oriental y Cuba y ensalzó la trayectoria democrática de Salvador Allende66. 




			En cambio, pronto Patricio Aylwin volvió a plantear sus reticencias y la inclinación del sector que se nucleaba en torno a Frei por la vieja tesis del «camino propio»: «Yo creo en la trayectoria democrática de Allende y estoy seguro de que él no quiere salirse de las normas democráticas, pero dentro de los partidos que apoyan a Allende hay sectores que (...) tienen ciertas tendencias totalitarias». E hizo especial hincapié en el papel que a su juicio correspondía al PDC: «Seguimos siendo la gran alternativa, tanto frente al comunismo como frente al capitalismo en Chile. (...) queremos cambiar el sistema capitalista por una nueva sociedad que denominamos comunitaria, pero queremos hacerlo conservando la libertad»67. 




			 




			El zarpazo del terrorismo 




			 




			En los últimos días de septiembre, sectores derechistas promovieron una campaña de acciones terroristas con la intención de culpabilizar públicamente a las fuerzas de izquierda y alterar el desarrollo del proceso institucional para la elección del nuevo presidente de la República. Por ejemplo, un supuesto grupúsculo denominado «Brigada Obrero Campesina» cometió varios atentados en Santiago y repartió panﬂetos subversivos. Se produjo también otro contra el Canal 9 de televisión, el intento de volar un paso nivel en la avenida Matta de la capital e incluso el aeropuerto de Pudahuel estuvo a punto de saltar por los aires cuando hicieron explosionar un estanque de más de cien litros de turbo fuel68. Entre el 18 de septiembre y el 11 de octubre hubo catorce atentados con dinamita69. 




			Además, según el informe de la Comisión Church del Senado de Estados Unidos, que examinó las actividades encubiertas en Chile entre 1963 y 1973, a partir de las órdenes impartidas por Nixon el 15 de septiembre los agentes de la CIA mantuvieron diferentes contactos con oﬁciales relevantes de las Fuerzas Armadas y de Carabineros: «A los chilenos que se sentían inclinados a ejecutar un golpe de Estado se les aseguró que habría un apoyo decidido, al nivel más alto del gobierno de los Estados Unidos, tanto con anterioridad como después del golpe»70. 




			El 22 de octubre, un grupo de extremistas dirigido por el general en retiro Roberto Viaux intentó secuestrar al general Schneider para imputar tal acción a la izquierda y forzar un cambio en la votación del Congreso Pleno. Con su impecable actitud constitucionalista, expresada en las declaraciones a El Mercurio publicadas el 8 de mayo y en su discurso con motivo del día de las Glorias del Ejército, el 19 de septiembre, el general René Schneider aparecía como el muro insuperable para la sedición. 




			Interceptaron su vehículo cerca de la avenida Américo Vespucio con Martín de Zamora y lo ametrallaron cuando intentó defenderse. Falleció tres días después en el Hospital Militar. Sus agresores utilizaron armamento proporcionado por la CIA que les brindó el coronel Paul Wimert (agregado militar de la embajada de Estados Unidos), así como cincuenta mil dólares y otros doscientos cincuenta mil en exclusiva para Viaux71. En 1972, Pablo Rodríguez, abogado de Viaux, conﬁrmó la participación en aquel complot del general Camilo Valenzuela, jefe de la guarnición de Santiago, del almirante Hugo Tirado, comandante en jefe de la Armada, de Vicente Huerta, general director de Carabineros, y del segundo hombre de la Fuerza Aérea, el general Joaquín García72. 




			El sábado 24 de octubre en el Salón de Honor del Congreso Nacional tuvo lugar la votación de los diputados y senadores que resolvió la incógnita originada por el apretado resultado del 4 de septiembre. De los 200 parlamentarios, 153 votaron por Allende, 35 por Alessandri y 7 lo hicieron en blanco; solo se ausentaron cinco: cuatro por aparentes razones de salud... y el senador Salvador Allende, quien de manera elegante optó por seguir la ceremonia desde su hogar. Ningún democratacristiano rompió la disciplina de voto. Concluido el recuento, a las 11.48 el presidente del Senado, Tomás Pablo, tomó la palabra con tono solemne para anunciar la proclamación de Allende como presidente de la República para el periodo comprendido entre el 3 de noviembre de 1970 y el 3 de noviembre de 197673. 




			Desde primeras horas de la tarde, recibió a numerosos amigos y compañeros que llegaron a felicitarle. También atendió la visita de cortesía de Eduardo Frei y su esposa. «Además de la signiﬁcación que tiene la presencia del presidente de la República en mi hogar, se agrega el agrado de recibir la visita de un viejo amigo, que muchas veces ha llegado hasta esta casa. Las diferencias políticas que muchas veces nos han colocado en posiciones distintas no han logrado disminuir nuestro respeto mutuo», señaló Salvador Allende ante la prensa. Por su parte, Frei manifestó su satisfacción al cumplir con aquella tradición de amistad cívica y política: «He esperado la culminación del proceso electoral, con la decisión del Congreso Pleno, para venir con mi señora a saludar al presidente electo y a su esposa. Junto con este deber de presidente de Chile quiero subrayar dos hechos: esta visita y la decisión del Congreso Pleno culminan un proceso electoral que, pasados los rumores inevitables en este tipo de contiendas, ha sido ejemplar y podemos mostrar con orgullo a todo el mundo. Además, he venido a la casa de un viejo amigo, de quien he sido colega en el Senado durante dieciséis años y, tal como él lo ha dicho, las diferencias políticas jamás han destruido el respeto y el aprecio mutuo que siempre hemos mantenido»74. 




			Seis días después, en su discurso de despedida, retransmitido por radio y televisión, Frei señaló a la ciudadanía: «Recibí un país en libertad y en democracia y entrego este sagrado símbolo a mi sucesor, un hombre también formado en la democracia chilena». Y de manera cortés también expresó sus mejores deseos para quien le relevaría en La Moneda: «Dentro de pocas horas Chile tendrá un nuevo mandatario. Quiero expresarle aquí al nuevo presidente de la República, excelentísimo señor Salvador Allende, mi ferviente deseo de que tenga éxito en su mandato y en su gestión. El éxito del presidente de Chile es el éxito de Chile»75. 




			El 4 de noviembre, Salvador Allende recibió durante treinta y cinco minutos a Charles Meyer, secretario adjunto para Asuntos Interamericanos y jefe de la delegación de Estados Unidos presente en la ceremonia de transmisión del mando de la nación celebrada en la víspera. Le acompañaban el ministro de Relaciones Exteriores, Clodomiro Almeyda, y los diplomáticos Ramón Huidobro y Armando Uribe; Meyer llegó con el embajador Korry. Allende expuso al representante de Nixon las directrices básicas de su programa, que desarrollaría «dentro de la ley y conforme a la Constitución», y cómo concebía las relaciones que deberían mantener Estados Unidos y Chile, sin rehuir los aspectos que asomaban como más complicados: «Realizaremos un proceso de nacionalización de los intereses extranjeros, incluyendo los norteamericanos, para incorporar al sector público los bienes que son y deben ser de la nación toda. Lo haremos conforme a la ley chilena, con todo lo que ello signiﬁca de respeto a esos intereses y conciencia de nuestros derechos. Pero lo que haremos con los intereses norteamericanos será hecho del mismo modo con intereses chilenos. No serán medidas contra Estados Unidos, porque se trata de medidas legalmente tomadas en sectores en que no se discriminará por razón del origen de esos intereses, sino por su incidencia en los intereses legítimos nacionales». 




			Asimismo, le anticipó que su gobierno jamás autorizaría la instalación de bases militares extranjeras en el territorio nacional. «Ocurra lo que ocurra, la soberanía y la independencia de Chile se mantendrán incólumes bajo mi gobierno y libres de toda presencia extranjera». También quiso dejarle claro que en los organismos internacionales, principalmente en las Naciones Unidas, Chile podría, desde su independencia y soberanía, coincidir en algunas ocasiones con Estados Unidos, en otras con la Unión Soviética y en otras con el movimiento de Países No Alineados, del que Chile formaba parte desde 1964 como observador (y en el que se integraría como miembro de pleno derecho en 1971)76. Meyer se despidió del presidente chileno con palabras protocolares y la promesa de transmitir lo escuchado a su presidente. 




			Pero dos días más tarde, ante el Consejo de Seguridad Nacional, Richard Nixon señaló que la principal preocupación frente a la nueva etapa que se abría en Chile era la posibilidad de que el gobierno de la UP se consolidara y proyectara una imagen exitosa ante el mundo77. En aquella reunión se sentaron las bases de la estrategia estadounidense para contribuir a acabar con la Unidad Popular. 




			El 9 de noviembre, Henry Kissinger elaboró un documento secreto dirigido a la Secretaría de Estado, la Secretaría de Defensa, la Oﬁcina de Preparaciones de Emergencia y al director de la CIA con el asunto «Política hacia Chile», en el que expresó: «El presidente decidió que la postura pública de los Estados Unidos será correcta pero fría, para evitar darle bases al gobierno de Allende que le permitan concitar apoyo interno e internacional para la consolidación del régimen; simultáneamente, los Estados Unidos buscarán aumentar al máximo las presiones sobre el gobierno de Allende para impedir su consolidación y limitar su capacidad de llevar a cabo políticas contrarias a los intereses de Estados Unidos y del hemisferio». Kissinger subrayó la insistencia de Nixon en asegurar que la posición de su administración fuera comprendida por otras naciones latinoamericanas y lograr que asumieran una actitud hostil similar. En el terreno económico, anticipó el bloqueo ﬁnanciero que su país tejería sobre Chile, tanto con sus palancas propias como desde las instituciones multilaterales e internacionales78. 




			En opinión del politólogo y abogado español Joan Garcés (asesor político de Salvador Allende), «la orden de Nixon del 9 de noviembre de 1970 era propia de una guerra sin declaración previa. Y fue ejecutada subterráneamente, pues era incompatible con el Derecho Internacional regulado por la Carta de las Naciones Unidas y con las normas de no intervención vigentes entre los Estados de América. Era una guerra preventiva, no la respuesta a decisiones de soberanía adoptadas después, como la nacionalización de la gran minería del cobre por el Congreso Pleno. Medidas de guerra acompañadas de las correspondientes ofensivas psicológicas y de propaganda en las que, según el entonces director de la CIA, William Colby, se aplicó a Chile un “prototipo o experimento de laboratorio para probar las técnicas de una inversión ﬁnanciera masiva en un esfuerzo dirigido a desacreditar y derrocar a un gobierno”»79. 




			La cronología de aquella inyección encubierta de fondos es muy ilustrativa, como documentó en 1975 el informe de la Comisión Church. Entre 1970 y 1973, el Comité 40 autorizó a la CIA a gastar más de ocho millones de dólares, cuyo valor en el mercado negro, sobre todo a partir de 1972, llegó a multiplicar por cinco el cambio oﬁcial. Así, por ejemplo, el 13 de noviembre de 1970, el Comité 40 aprobó veinticinco mil dólares para ayudar a los candidatos democratacristianos en las elecciones municipales de 1971; el 28 de enero, 1.240.000 dólares para la compra de estaciones de radio y para los partidos opositores (PDC y PN, principalmente); el 22 de marzo de 1971, 185.000 dólares para el PDC; en mayo, 322.000 dólares para el PDC y su diario (La Prensa); el 6 de julio, 150.000 dólares para apoyar a la oposición en la elección complementaria de Valparaíso; el 9 de septiembre, 700.000 dólares para El Mercurio y 300.000 más al mes siguiente; el 5 de noviembre, 815.000 dólares para la oposición y para dividir a la UP; el 15 de diciembre, 160.000 dólares para los partidos opositores de cara a las elecciones parlamentarias parciales de enero de 1972; el 11 de abril de aquel año, 965.000 dólares para El Mercurio; el 16 de junio, 46.000 dólares para la oposición de cara a la elección complementaria de Coquimbo; el 26 de octubre, 1.427.666 dólares para apoyar a la Confederación de la Democracia en las elecciones legislativas del 4 de marzo y otros 200.000 dólares el 12 de febrero de 1973. Y el 21 de agosto de aquel año autorizó un millón de dólares para la oposición, pero, por la evolución de los acontecimientos, solo llegaron 13.000 dólares al PDC y otros partidos opositores... 




			El 3 de noviembre de 1970, se abrió una nueva etapa en la historia de Chile. Salvador Allende llegó a La Moneda con el apoyo del voto popular y de los parlamentarios de la Democracia Cristiana en el Congreso Pleno. Como todos los presidentes desde 1932, tendría que gobernar con minoría en el Parlamento. Desconcertada, la derecha asistía espantada a la gestación de un proceso revolucionario inédito. Estaba perpleja, pero no desarmada: contaba con el poder económico, el control de una parte importante de los medios de comunicación, el apoyo de la potencia hegemónica y su fe ciega en las Fuerzas Armadas como última tabla de salvación. 
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